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INFORME No. 41/12
DECISIÓN DE ARCHIVO
PETICIÓN 12.364
ECUADOR
20 de marzo de 2012
PRESUNTA VÍCTIMA:
Luís Mazón y Trabajadores del Ministerio de Salud
PETICIONARIO:
Centro de Derechos Económicos y Sociales (CDES)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 8, 25 y 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículos 10, 15 y 17 del Protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ”Protocolo de San Salvador”
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
16 de febrero de 2001
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 20 de diciembre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por el Centro de Derechos Económicos y Sociales- CDES (en adelante “los peticionarios”) en contra del Estado de Ecuador (en adelante “el Estado” o “Ecuador”).  En ella, los peticionarios alegaron que la decisión gubernamental de reducir las asignaciones para salud en el Presupuesto Nacional de 1999 contraviene la norma constitucional en relación al derecho a la salud y ha generado una crisis en la materia.  
2. Los peticionarios sostuvieron que se presentaron dos recursos ante la reducción en el Presupuesto Nacional de Salud que, a su vez, solicitaban el incremento del presupuesto y alegaban la violación de normas e instrumentos de derechos humanos.  El primero habría sido una acción de inconstitucionalidad formalmente aceptada por el Tribunal Constitucional (en adelante “TC”) el 21 de diciembre de 1999.  Respecto de éste, indicaron que el Estado, como demandado, no contestó en el plazo establecido ya que el Congreso Nacional respondió dos meses después y el Presidente de la República presentó una contestación sin fecha.  Alegaron que el 28 de marzo del 2000 solicitaron una audiencia pública ante el TC, que éste no respondió a su solicitud y que, el 7 de junio de 2000, emitió una resolución que se dictó cinco meses después del plazo establecido por ley
 y declaró improcedente la acción.  
3. En relación con el segundo recurso, los peticionarios sostuvieron que el 10 de septiembre de 1999 presentaron una acción de amparo; sin embargo, ésta habría sido denegada el 12 de octubre de 1999.  Agregaron que apelaron dicha sentencia ante el TC y que el 19 de junio de 2000 éste confirmó la decisión al considerar que: el Presidente y el Congreso habían cumplido con sus obligaciones constitucionales de procedimiento al elaborar el presupuesto y que los demandantes no tenían legitimidad de causa para presentar esta acción en representación de otros.
4. Los peticionarios alegaron violaciones a la obligación de desarrollo progresivo del derecho a la salud, así como la falta de garantías y protección judicial para recurrir y reparar las violaciones de derechos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención”), así como de los artículos 10, 15 y 17 del Protocolo de San Salvador.
5. Finalmente, en cuanto al requisito del previo agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, los peticionarios alegaron la imposibilidad de acceder a los recursos en vista de que no se les garantizaba el respeto a sus derechos fundamentales ni los mecanismos judiciales establecidos en la Convención.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

6. En respuesta al reclamo de los peticionarios, el Estado consideró que la petición era inadmisible.  Al respecto, indicó que reconocía el desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales (en adelante “DESC”) establecido en el artículo 26 de la Convención y la justiciabilidad de los mismos.  Sin embargo, el Estado sostuvo que la CIDH no es competente rationae materia para conocer violaciones de los artículos 10, 15 y 17 del Protocolo de San Salvador, según lo establecido en los Principios de Limburgo, relativos a la interpretación del Pacto Internacional de DESC. 

7. El Estado alegó que en la legislación ecuatoriana existe la posibilidad de que los DESC sean aplicados por las cortes de justicia, tal como fue intentado por el peticionario mediante acción de inconstitucionalidad.  No obstante, el TC habría declarado dicha acción improcedente dado que no pudo considerar la compatibilidad de una norma que ya no se encontraba vigente.  Asimismo, indicó que el Protocolo de San Salvador ha excluido de manera expresa la posibilidad de aplicar el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, a través del sistema de peticiones individuales, por violaciones que no sean las explícitamente señaladas en su artículo 19, es decir: los derechos sindicales y el derecho a la educación.  
8. Agregó que la inconformidad del peticionario respecto de las decisiones judiciales que habrían sido dictadas dentro de las competencias de los jueces naturales no da soporte a la Comisión para revisar dichas decisiones.  Por lo tanto, consideró que los peticionarios no pueden invocar la intervención de la CIDH, ya que éste no es un tribunal de cuarta instancia y no puede revisar las decisiones de los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia.  
9. Por otro lado, el Estado alegó que durante 1999 se presentaron varios acontecimientos y circunstancias de fuerza mayor que obligaron al Gobierno Nacional a arbitrar soluciones emergentes, con el propósito de contrarrestar los factores adversos internos y externos manteniendo en lo posible el bienestar comunitario.  Indicó que no obstante el grave déficit fiscal, estas contingencias demandaron que el Gobierno utilizara ingentes recursos no presupuestados para enfrentar el desastre natural que afectó enormemente a los sectores salud, vivienda, comercio, agricultura y la red vial del país.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
10. La CIDH registró la petición bajo el número 12.364 y tras efectuar un análisis preliminar, procedió a transmitirla al Estado, el 16 de febrero de 2001, para sus observaciones.  El 31 de agosto de 2001 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 11 de octubre de 2001 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 3 de diciembre de 2001 el Estado presentó su respuesta la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  
11. Los peticionarios presentaron observaciones e información adicional el 16 de enero, 6 de febrero y 11 de febrero de 2001.  El 3 de mayo de 2002 el Estado presentó observaciones y el 7 y 30 de agosto de 2002 los peticionarios presentaron información adicional.  Ésta fue observada por el Estado el  31 de marzo de 2003.  El 9 de mayo y el 14 de julio de 2003 los peticionarios presentaron un recuento de la información.  
12. El 30 de julio de 2010 la CIDH solicitó a ambas partes información actualizada.  El 10 de agosto de 2010 el Estado solicitó a la Comisión copia de las partes pertinentes del expediente, las cuales le fueron remitidas el 17 de agosto de 2010.  El 23 de septiembre de 2010 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios el 28 de septiembre de 2010.  Dicha respuesta fue devuelta por el correo.  La CIDH reenvió la nota por vía electrónica a una dirección que figuraba en Internet, sin que haya recibido respuesta a la fecha de aprobación del presente Informe.
IV. 
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

13. Tanto el artículo 48.1 b) de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
14. En el presente trámite los peticionarios no han estado en contacto con la CIDH desde el 14 de julio de 2003.  La solicitud de información actualizada enviada por la CIDH el 30 de julio de 2010 a los peticionarios fue devuelta por el correo postal.  La CIDH envió nuevamente dicha comunicación por vía electrónica a una dirección que figuraba en Internet, sin que haya recibido respuesta a la fecha de aprobación del presente Informe.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48.1.b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
	� Alegaron que al momento de presentación de la demanda el presupuesto nacional estaba vigente y hubiera estado vigente para su modificación al momento de la sentencia, si los demandados y el Tribunal Constitucional hubieran cumplido con los plazos.  
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